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Introducción
Una de las consecuencias de las crisis políticas que hemos vivido en las últimas décadas, es la evidencia del gran deterioro del modelo económico y político vigente  desde la invasión militar de Panamá por parte del ejército de Estados Unidos de Norteamérica.

Los sucesivos gobiernos desde 1990 hasta la fecha, se han caracterizado por desarrollarse a favor de la corriente global de la mundialización del capitalismo bajo la modalidad más explotadora y destructiva para la sociedad que es el Neoliberalismo.  

El neoliberalismo como modelo económico y político ha sido progresivamente cuestionado, tanto desde una perspectiva política como ideológica. Somos testigos de cómo este modelo ha ido transformando las estructuras políticas y jurídicas para favorecer la apertura del libre mercado  cuyo sostén es un consumismo masivo cada vez más amplio que sólo se puede reproducir aumentando constantemente la producción de bienes de consumo (la mayoría superfluos).

La fórmula para que el consumismo se mantenga y crezca es el aumento sin control de la deuda de los consumidores.  Este modelo económico desgastante se asienta sobre el poder del capital financiero mundial cuyos grupos económicos se apoderan de todos los sectores de la economía (la agricultura, las industrias, los servicios) y someten a regiones enteras y a los países a su control en base a las deudas acumuladas. El uno por ciento de la humanidad (los mil millonarios) concentran en sus manos la mayor parte de la riqueza mundial, mientras el noventa y nueve por ciento de los demás mortales, consumidores y deudores tenemos que convivir con las migajas que nos deja ese uno por ciento.

El neoliberalismo, generador de esta lógica, constantemente genera desigualdad y desequilibrios en la sociedad.  Los movimientos sociales en contra de este sistema se manifiestan en diferentes formas, pero todos ellos tienen como de denominador común la lucha contra las estructuras neoliberales.  Estas luchas han desembocado en cambios estructurales drásticos y significativos en diversos países especialmente en Sur América.  

Los movimientos sociales  y revolucionarios que a través de las luchas por el poder político han tenido éxito en países como Venezuela, Bolivia y Ecuador; invariablemente se han sustentado en los cambios profundos en las estructuras del Estado a través de la propuesta de una nueva constitución.  Es evidente que estos cambios constitucionales se han hecho desde el poder con apoyo de la inmensa mayoría del pueblo que acompaña a esos movimientos revolucionarios.  La pregunta es, ¿pueden los movimientos sociales y revolucionarios de nuestros países con gobiernos neoliberales imponer un cambio constitucional a través de una constituyente originaria?

En los siguientes contenidos analizaremos algunos aspectos fundamentales de una constituyente originaria, iniciando con las definiciones de una constitución, veremos el significado de los poderes constituidos, el poder constituyente, la necesidad actual de proponer una constituyente originaria y la posibilidad de concretar la misma. Además expondremos algunos aspectos del contenido que debe abarcar una constituyente originaria si queremos que en verdad este mecanismo de poder popular sirva para un verdadero cambio en el sistema económico, político y social actual.

La constituyente originaria
La iniciativa de convocar una constituyente originaria en nuestro país parte de diversos sectores sociales.  Algunos sectores más que otros se han organizado para proyectar esta iniciativa en los más variados ámbitos sociales con la intención de orientar y difundir el concepto y contenido de lo que significa la constituyente originaria y diferenciarla de la propuesta que está expresada en nuestra Constitución de una Constituyente Paralela a la que nos referiremos más adelante.  En este punto nos vamos a centrar en el concepto y contenido de la Constituyente Originaria (CO en adelante).

El concepto de CO surgió de la caracterización del poder constituyente que se da en la época de la revolución francesa por el abate Emmanuel Sieyes; en medio de la tambaleante y quebrada monarquía en Francia.
   A partir de la exposición de Sieyes se fue enriqueciendo el contenido del concepto dependiendo de los mementos históricos en que se plantea el problema en la sociedad de establecer nuevos fundamentos jurídicos al Estado Nacional. 

Como base de este trabajo usaremos la definición de CO siguiente: Constituyente Originaria es aquella constituyente construida, de abajo hacia arriba. No es impuesta desde el poder, sino que es convocada por los gobernados, o sea, por los ciudadanos, para intervenir en la vida nacional, y producir cambios importantes, en forma extraordinaria y excepcional, para debatir, el modelo de sociedad, conforme al cual quieren vivir, y se fundamenta en el principio político de soberanía popular, para cambiar un modelo que se está demostrando, a sí mismo que no funciona, que es inviable.
 
Como vemos, la definición anterior tiene un contenido amplio, pero es la que a nuestro criterio recoge los aspectos esenciales que reflejan el momento histórico que nos impulsa a proponer una CO. Esto nos obliga a analizar y esclarecer algunos conceptos fundamentales sin los cuales la definición anterior no podría asimilarse en toda su riqueza conceptual.
Lo primero que debemos entender cuando abordamos el tema de la CO, es el término constitución. Esto es necesario porque en la organización de nuestra sociedad, no partimos de cero. Tenemos normas jurídicas por las cuales nos regimos y, una de éstas normas, la más importante es precisamente la Constitución Política de nuestro País.
El término “Constitución” es generalmente usado para designar el conjunto de las normas fundamentales que identifican o caracterizan cualquier ordenamiento jurídico de un Estado en donde se establecen los parámetros que dirigirán el desenvolvimiento político, económico y social de ese territorio.  El origen etimológico de la palabra Constitución proviene del latín Cum, que significa “Con” o “En conjunto” y Statuere, que se define como “Establecer”. De esta forma, la Constitución es el resultado de un proceso donde se establece un conjunto de normas y principios que rigen una sociedad determinada.

Como concepto formal podemos definir La Constitución como la ley suprema de un Estado que establece su organización, su funcionamiento, su estructura política y los derechos y garantías de los habitantes de ese Estado. Se llama precisamente Constitución pues “constituye” la nación políticamente organizada, le da sus principios, y la distingue de otros Estados. Está precedida generalmente de un preámbulo que establece sus antecedentes y sus fines.

Podemos seguir citando conceptos distintos de lo que es una Constitución, pero para nuestro propósito es conveniente tomar la definición de Constitución de Fernando Lassalle.  Para este pensador la Constitución no es más que el resultado de la suma de los factores reales de poder que existen en la sociedad cuyos intereses se plasman de manera escrita en una hoja de papel y que adquiere fuerza como ley fundamental. Todo régimen -dice Lassalle-, posee una serie de hojas de papel en el que se inscriben los principios fundamentales  que rigen el funcionamiento de un Estado en torno a los cuales se une su población.  Ese documento legal supremo que norma al Estado, sólo sería una hoja de papel si no corresponde a la realidad.

Toda Constitución, siguiendo el concepto anterior, debe reflejar la realidad desde el punto de vista económico, sociológico, político, histórico y jurídico.  Por esto, la constitución de un país es dinámica, donde los diversos intereses (factores de poder) constantemente entran en contradicción y ponen en tensión a la norma con la realidad cambiante.

Si tomamos el concepto de Constitución, ahora como un universal con sus propias determinaciones y manifestaciones, podemos asegurar que su esencia, en la mayoría de las constituciones, se establece en el preámbulo.  Toda constitución tiene un preámbulo que expresa los fundamentos o principios que rigen al Estado. Hablando en términos institucionales sería la misión y visión del país que debe unir a toda la población, de ahí que, la Carta Magna toma fuerza como ley superior de carácter universal.

En el Preámbulo vemos condensado conceptos que son propios del desarrollo histórico de la sociedad, por lo menos de la sociedad occidental desde la Revolución Francesa y que han caracterizado a todos los sistemas políticos económicos y sociales hasta la fecha de hoy.  Conceptos como nación, libertad, democracia, estabilidad institucional, dignidad humana, justicia social, etc., sólo adquieren un contenido real dentro de un sistema socioeconómico determinado, en el caso concreto de nuestro país, nuestro sistema está basado en las ideas liberales y, más concretamente en la ideología neoliberal que se ha impuesto en los actuales momentos.

Inmediatamente después del preámbulo se despliega en la Constitución el Título I sobre El Estado Panameño. Los artículos 1 y 2  constituyen la puerta de entrada a nuestro ordenamiento jurídico.  En él se sintetizan los rasgos más sobresalientes del sistema democrático republicano. Si en una Constitución se encuentra el embrión de todo el Derecho de un Estado, en estos preceptos, se sintetizan los principales rasgos del Derecho constitucional vigente y, en consecuencia, de todo el resto del ordenamiento jurídico. Los artículos 1 y 2 constituyen lo que, en los términos de la doctrina cabe calificar de, la clave del régimen constitucional. He aquí los artículos 1 y 2 de nuestra constitución:

ARTICULO 1.  La Nación panameña está organizada en Estado soberano e independiente, cuya denominación es República de Panamá.  Su Gobierno es unitario, republicano, democrático y representativo.

ARTICULO 2.  El Poder Público sólo emana del pueblo.  Lo ejerce el Estado conforme esta Constitución lo establece, por medio de los Órganos Legislativo, Ejecutivo y Judicial, los cuales actúan limitada y separadamente, pero en armónica colaboración.
El artículo 1 nos dice que somos un Estado soberano e independiente y que tenemos un gobierno unitario, republicano, democrático y representativo. Lo de unitario se refiere a que existe sólo un centro de poder político que se extiende a todo el territorio del Estado con unidad del ordenamiento jurídico, por lo que el gobierno representa a todos por igual independientemente de las diferencias que existan en el seno de la sociedad. 

El concepto de gobierno republicano evoca el concepto República, por eso nos llamamos República de Panamá.  Deriva del latín respublica, que significa "cosa del pueblo". La república es la forma de gobierno en la cual los gobernantes son electos por un periodo de tiempo determinado.


La forma republicana está basada en la división, control y equilibrio de los poderes y tiene como fin último la garantía de las libertades individuales. Los principios que la inspiran son: Constitución escrita, separación de poderes, elegibilidad de los funcionarios, periodicidad de los mandatos, responsabilidad de los funcionarios, publicidad de los actos de gobierno y existencia de partidos políticos. 

El artículo 1 señala también que el gobierno es democrático y representativo, esto nos obliga a definir la democracia representativa.  La democracia representativa, también conocida como democracia indirecta, es una forma de gobierno donde los ciudadanos ejercen el poder político indirectamente, a través de sus representantes, elegidos mediante sufragio, en elecciones libres y periódicas.
En teoría, el titular del poder político es el soberano, es decir, el pueblo, pero no lo ejerce por sí mismo, tal como en la democracia directa, debido a las enormes dificultades que entrañaría para las naciones, constituidas por millones de personas, que todos y cada uno de sus ciudadanos se desempeñara efectivamente como actor político ante el Estado, de modo que se crea la figura de la representatividad.
Ahora bien, dicha representatividad debe ser sometida a la decisión de las mayorías, para lo cual se activan los mecanismos de la democracia para elegir, entre una serie de candidatos, aquellos ciudadanos que se encuentren mejor capacitados para representar al pueblo ante las diferentes instancias del Estado, principalmente a nivel de poder ejecutivo, en las presidencias, gobernaciones y alcaldías, y de poder legislativo, en la asamblea de diputados.

En este sentido, es la votación el mecanismo que emplean los sistemas democráticos representativos para investir de legitimidad a los representantes elegidos para actuar, hablar y tomar decisiones en nombre de sus representados.  En síntesis esta es la esencia de los que establece nuestra Constitución en su artículo 1.  

El artículo 2 nos habla del poder público, que sólo emana del pueblo y de los poderes constituidos, establecidos como poder Ejecutivo, Judicial y Legislativo. Es importante señalar que por poder público se entiende la capacidad o fuerza legítima que tiene el Estado para hacer cumplir sus decisiones. ¿De dónde nace esa capacidad o fuerza legítima?  El artículo 2 es claro al decir que esa fuerza o capacidad sólo emana del pueblo.  Lo que no queda claro en el artículo es la esencia del concepto de pueblo.

El concepto de pueblo es muy abarcador y general.  En la sociedad burguesa o liberal, éste término pretende igualar a todos los habitantes de un Estado en esta categoría tratando de reafirmar el criterio de igualdad y libertad entre todos los ciudadanos. Esto corresponde a una significación jurídica y política nacida históricamente cuando la burguesía emergente y triunfadora derrota al régimen absolutista en la revolución Francesa.  Por ello, incluyeron en la idea de pueblo a todo aquel que se oponía al régimen feudal.  El concepto de pueblo plasmado en nuestra constitución es herencia de aquel hecho histórico y su esencia tiene esa connotación que se expresa en el artículo 1 citado antes cuando nos habla sobre el gobierno unitario y democrático, dando a entender que efectivamente la constitución garantiza la unidad y la igualdad de derechos de toda su población (el pueblo) independientemente de quienes en realidad dominan el poder económico y por ende el poder político.

Esta manera de desclasar el concepto de pueblo es propio de la sociedad capitalista, burguesa y neoliberal actual, que niega lo que para nosotros es fundamental al caracterizar esta sociedad como una sociedad dividida en clases con profundas desigualdades estructurales.  El marxismo parte de la consideración del pueblo, como una realidad social integrada fundamentalmente por el conjunto de las masas trabajadoras (obreros, campesinos, pequeños propietarios, profesionales, etc.), a los que hay que agregar aquellos grupos que aun perteneciendo a la burguesía apoyan directamente y objetivamente las luchas de las mayorías trabajadoras (artistas, intelectuales entre otros).  En este sentido para nuestra realidad social, como se señala en los documentos del Congreso Extraordinario del Partido del Pueblo “se debe entender por pueblo a todas aquellas fuerzas que luchan por establecer una democracia nacional y participativa, que en estos momentos tiene contenido anti neoliberal; estas fuerzas la integran los trabajadores y trabajadoras en general, del campo y de la ciudad; las capas medias democráticas nacionalistas, los pueblos indígenas y los grupos avanzados de la burguesía patriótica panameña comprometida con el desarrollo nacional”.
 

Tener claridad sobre el significado del concepto Pueblo en una época determinada dentro del desarrollo de la sociedad es crucial, pues, de allí, se determina la dirección que deben seguir los cambios sociales; estamos hablando de qué sectores o quiénes deben ejercer el poder público para hacer realidad esos cambios.

Es palpable que el poder público del que habla el artículo dos de nuestra Constitución, no emana del pueblo tal y como entendemos nosotros ese concepto.  El poder público por el contrario, emana del poder económico y éste poder económico lo tiene una clase determinada, la clase capitalista, conformada por los terratenientes, los industriales, grandes comerciantes, financieros y banqueros, tanto nacionales como extranjeros, cuyos capitales se traslapan y son los que sustentan y dirigen a los partidos políticos que luchan cada cierto periodo de tiempo por alcanzar el poder político donde se materializa el poder público. Por ello, la democracia representativa, de la que alardean tanto los liberales y neoliberales, es una ilusión, porque quienes son elegidos  pertenecen a esos grupos de poder económico o son financiados por ellos, y representan sólo a las élites económicas. Esta relación entre el Poder Público que lo ejercen los poderes económicos y  la democracia representativa que debe velar por los intereses de la mayoría, es una relación contradictoria general que cada día resulta más antagónica, por lo que, la solución de esta contradicción debe dar como resultado un nuevo contenido para la democracia donde el pueblo sea el verdadero protagonista del desarrollo económico, social y político del Estado. 

I.  LOS PODERES CONSTITUÍDOS
Otro aspecto clave de la Constitución Política son los poderes constituidos.  El artículo dos de la Constitución establece que los poderes constituidos son el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial y el Poder Legislativo, y deja claro que el poder público también se ejerce a través de estos poderes.

Como se observa, los poderes constituidos se subsumen en la constitución en relación de subordinación.  Los poderes constituidos son flexibles, se pueden modificar a través de lo que  establece la propia Constitución y a su vez estos poderes no pueden violar o contradecir lo establecido en la constitución.  Estos poderes son creados, derivados, gobiernan de conformidad con lo estatuido en la Constitución y dependen del contenido de esta. Esto último es importante para distinguirlos del Poder Constituyente, que como veremos no depende de la Carta Magna, sino de la voluntad del pueblo.

Analizar cada Poder Constituido por separado no es tema de este trabajo.  Lo importante es comprender que como poderes constituidos, el Poder Ejecutivo, el Poder judicial y el Poder Legislativo; son el reflejo y el brazo ejecutor del verdadero poder que se ha establecido en la Constitución, que en  nuestro caso es el poder económico que ejerce el poder público.

II.  EL PODER CONSTITUYENTE
El concepto de poder constituyente desde la perspectiva de la ciencia jurídica “Es la fuente de producción de las normas constitucionales, o bien el poder de hacer una constitución y de dictar después las normas fundamentales que organizan los poderes del Estados; en otros términos, el poder de instaurar las relaciones jurídicas en el seno de una nueva comunidad”.
 

En este trabajo no nos limitaremos al aspecto jurídico del concepto anterior ya que la misma naturaleza del poder constituyente supera lo jurídico. Para mayor sencillez nos atenemos al concepto de Poder Constituyente como “voluntad originaria, soberana, suprema y directa que tiene un pueblo para constituir un Estado dándole una personalidad al mismo y darse la organización jurídica y política que más le convenga”.
. Como vemos la diferencia de este concepto con el anterior antes citado, es que en el último se determina o se precisa cuál es la fuente del poder constituyente, que lo establece en el pueblo y que ejerce su poder como voluntad originaria, soberana, suprema y directa; elementos éstos, que no dependen de una norma preestablecida, pues este poder basado en la voluntad del pueblo al ser originario no se puede encontrar en ninguna norma, por tanto, la esencia del Poder Constituyente escapa de la esfera jurídica pues su actuar es político. Este actuar político se basa en la autodeterminación del pueblo que se organiza para obtener el bienestar común.  Este bienestar común es fundamental para entender las contradicciones que se establecen entre Poder Constituyente y Poderes Constituidos. Siguiendo a Negri
 “hablar de poder constituyente es hablar de democracia”, pues es en el poder constituyente como sujeto donde nace y se expone la voluntad popular para producir las normas y el ordenamiento jurídico y político de la comunidad.

Hasta aquí se ha expuesto de manera concentrada el concepto y naturaleza del Poder Constituyente.  El análisis se complica cuando nos acercamos a la titularidad del poder constituyente ¿Quién ejerce el Poder Constituyente?

Nuestra propia Constitución como ya lo hemos visto, nos dice que todo poder público sólo emana del pueblo. De esta manera el titular del Poder Constituyente es el Pueblo.  Pero el pueblo en la actualidad se nos presenta como una multitud, es una entidad pluralista, formada por individuos, asociaciones, grupos, iglesias, comunidades, personalidades, instituciones, articulaciones de intereses, con ideas, creencias y valores plurales convergentes y conflictivos.

Si esta multitud es la que se identifica como pueblo y el pueblo es el sujeto del poder constituyente, sólo puede serlo en la medida que se organice de manera autónoma y se convierta en fuerza ordenadora y unitaria.  Pero antes de convertirse en fuerza ordenadora, éste pueblo, debe descubrir su potencia unitaria.  Buscar lo que en este momento une a esa multitud heterogénea, es el trabajo político prioritario de las organizaciones populares.

III.  LA NECESIDAD DE UNA CONSTITUYENTE ORIGINARIA
Desde las últimas tres décadas del Siglo XXI, de todos es sabido, que en América Latina se ha dado una oleada de cambios constituyentes producto de las contradicciones del modelo liberal y neoliberal que se ha impuesto desde Estados Unidos y Europa como representantes del poder económico mundial.

El poder de las élites liberales y conservadoras se asentó a través de los procesos de independencia iniciados en el Siglo XIX en Nuestra América.  Durante todo el siglo veinte se dio una lucha marcada entre las élites oligárquicas nacionales y sectores progresistas guiados por las ideas socialistas y el triunfo de la Revolución Bolchevique en Rusia.  América Latina como conjunto de naciones jóvenes, fue el caldo de cultivo idóneo donde se desarrollaron las ideas de unidad, libertad e igualdad expresadas brillantemente por Simón Bolívar que a punta de espada y claridad política las enraizó en la conciencia de nuestros pueblos.

El proceso de denominación política y económica, previsto por Bolívar y Martí por parte de Estados Unidos, ya se dejaba sentir con todo su peso a principios del siglo pasado.  Cuba y Panamá son ejemplos claros del manejo político y de interés económico con que Estados Unidos dominaría a América Latina prácticamente todo el Siglo XX.  Siempre la mancuerna Estados Unidos-oligarquía por medio del modelo democrático burgués liberal, ha mantenido en el poder a una élite nacional, privilegiada y obediente a las empresas transnacionales del capitalismo mundial.

Contrario a esta situación, en Nuestra América se han dado procesos sociales y políticos  con gobiernos desarrollistas o progresistas  que intentaron y en algunos casos modificaron los marcos liberales-conservadores en los que la oligarquía se encerraba con su poder.  Estos procesos prometedores y triunfantes de carácter popular, que lograron arrancar parcial o totalmente del poder a las élites dominantes fueron objetos de la arremetida inmediata del imperialismo y la derecha, y los aniquilaron por medio de dictaduras militares o por la intervención directa del ejército de Estados Unidos, con excepción de cuba que aún hoy resiste el embate del opresor Yanky.

Gobiernos progresistas, procesos reformistas democratizantes de carácter nacional, se han nutrido de múltiples fuentes, desde las  fuentes socialistas y marxistas, pasando por el muy extendido pensamiento social de la iglesia en su forma de Teología de la Liberación; todas se expresaron en movimientos populares de carácter reivindicativos, por los derechos de las mayorías, de los derechos de los pueblos originarios, por la defensa de los derechos humanos y la lucha contra la pobreza y por la justicia social.  Es obvio que lo común de estos movimientos se exprese en posiciones antimperialistas y antiologárcas, pues cada vez se ve más claro que el imperialismo y la dominación de las élites oligárquicas son la raíz de las desigualdades en la sociedad.  Esta realidad, este sentimiento poco a poco se han ido sedimentando en un rechazo a las políticas neoliberales, pues en definitiva el liberalismo se convirtió en el alter ego de las clases económicamente poderosas, que lo proyectaron a las masas como el único sistema político que puede garantizar el desarrollo y la convivencia social.  Pero la realidad ha sido otra, es precisamente dentro del sistema liberal burgués y sobre todo el neoliberalismo actual, donde se han generado las hondas contradicciones sociales que hoy tienen a nuestros pueblos en constantes convulsiones.

No debemos pasar por alto el origen de nuestro sistema económico, político, social y jurídico.  Es necesario recordar que nacimos como nación al calor de las contradicciones de un imperialismo naciente y en expansión y el interés de amplios sectores oligárquicos colombianos. Como expresa el compañero Manuel Zárate “De esta manera surgió así, una nación, pero como protectorado norteamericano, como un Estado bicéfalo..., y una constitución clásica, individualista y presidencialista..., que plasma a lo largo de su articulado el interés oligárquico imperialista bajo la fórmula de una democracia liberal”.
 

Esta democracia liberal mantuvo su cohesión orgánica hasta el golpe de estado de 1968, aunque en diversos periodos fue puesta en entredicho por el movimiento popular y otros sectores lo que demuestra que este ordenamiento político jurídico, aunque establecía por vía constitucional amplios derechos sociales y garantías individuales, en la práctica, eran las clases dominantes que se favorecían del orden jurídico y de su alianza con las instituciones y relaciones económicas del imperialismo estadounidense y europeo.

Con el golpe militar de 1968 y su desenlace que apunta como líder del “proceso revolucionario” al general Torrijos se marca un punto de inflexión en el dominio absoluto por parte de la élite económica oligárquica sobre el estado y el orden económico, social y jurídico.

De este golpe de estado, en 1972 surge una nueva constitución “que está estructurada alrededor de la necesidad fundamental de enfrentar la guerra por la recuperación del canal, lo cual implica conseguir la integración del país, la voluntad nacional y unitaria de lucha, el desarrollo del mercado interno, dominio del espacio territorial, la transformación de la fuerza pública...”
, por esta razón se puede decir, que esta constitución representó un avance y un cambio radical en la restructuración del Estado panameño, a pesar, como bien lo dice Zárate “el referente fundamental de la pirámide del poder (de esta constitución. N.A.) fue el castrense.

No en vano, en el transcurso de los hechos históricos una vez se logra la firma de los Tratados Torrijos Carter, y el General Torrijos muere en 1981, la constitución de 1972 ha sufrido muchos actos de reformas como las de 1978, 1983, 1993, 1994 y 2004.  Todos estos actos de reforma apuntaron a cercenar lo que había de verdaderas conquistas democráticas, especialmente la transformación del poder popular (Asamblea de representantes de corregimientos) en una mera entidad administrativa de representantes de corregimiento que por su naturaleza es controlada por la partidocracia oligárquica.

Desde la década del 80 del siglo pasado, la orientación socioeconómica del Estado entra en el carril del neoliberalismo y de “apertura democrática” esencialmente de carácter democrático liberal burgués.  La lucha por la democracia fue el disfraz ideal con el que se engañó al pueblo por parte de la oligarquía, ocultando su verdadera intención de manejar el Poder del Estado con el fin de apoderarse de la riqueza que significaba el paso definitivo del Canal a manos panameñas.  Esta lucha se selló con la invasión militar de los Estados Unidos el 20 de diciembre de 1989.  De allí en adelante, todas las reformas a la constitución han significado el acomodamiento de las instituciones y Poderes Constituidos para mantener a la oligarquía en el poder, a través de la alternancia de los gobiernos por medio de los partidos políticos agrupados en bloques y alianzas bajo un modelo bipartidista y clasista burgués.

De esta manera, los cambios ocurridos generados por el golpe de estado de 1968, cuestionó y negó el modelo oligárquico burgués del Estado-protectorado ya en crisis, para dar paso a un  nuevo modelo de Estado popular que intentó llevar al país por una vía nueva de democracia, participación popular y alianzas nacionales; este Estado, a su vez fue negado y desmontado mediante la invasión militar Yanky en 1989. No obstante, las fuerzas y movimientos progresistas que se formaron desde el inicio de la república y fortalecidos en las últimas tres décadas del siglo pasado; con la desaparición del bloque socialista y la invasión yanky, se vieron obligadas a replegarse y a sobrevivir, mientras que otras se pasaron franca y abiertamente a las posiciones de los vencedores.  Sin embargo, el nuevo modelo de sociedad post invasión impuesto y estructurado para favorecer a la clase dominante rápidamente dio síntomas de estar ajenos a los intereses de las mayorías y a los intereses nacionales, favoreciendo a los grandes capitales extranjeros y utilizando los recursos del Estado, especialmente los del Canal, para aumentar la renta parasitaria de las clases dominantes, generando una crisis política y social.

Esta crisis de carácter social, económica y política, no se percibe como consecuencia del modelo económico impuesto que hemos señalado antes. Se percibe, y así lo reflejan los medios de comunicación, como causada por la corrupción y el mal desempeño de los gobernantes de turno. Entonces, la solución es el adecentamiento, volver a los valores cívicos perdidos, adecentar la justicia, mejorar los partidos políticos, entre otros medios, sin que se culpe al sistema.  Así, la sociedad se debe conducir por las vías democráticas adecuadas, ya que la solución a todos estos males sociales está en la forma en que se gobierna y  no en el contenido antidemocrático y de desigualdad en que se fundamenta el sistema económico.

Las fuerzas organizadas de carácter antimperialistas y anti neoliberales, producto de toda esta descomposición del Estado tutelado y sometido a los organismos extranjeros, por su conciencia ideológica tienen el deber de liderar, cohesionar y darle contenido al descontento popular para construir un frente común contra el actual modelo económico excluyente.  Estas fuerzas deben tener claro todo lo que debe ser cambiado dentro del modelo económico, político y jurídico de la sociedad. Por lo tanto, no basta decir ¡Constituyente Ya!, sin saber qué es lo que se debe y puede ser cambiado en las condiciones actuales.

IV. EL CAMBIO CONSTITUCIONAL
Como este es un trabajo que tiene como objetivo primordial, analizar la Constituyente Originaria, desde este punto de vista y a través del análisis de algunos aspectos fundamentales de la Constitución, teniendo como marco la situación plateada anteriormente, trataremos de tomar al toro por las astas y desvelar la verdadera causa que nos lleva a proponer un cambio Constitucional.

Como hemos dicho, el modelo capitalista neoliberal es el que predomina en nuestra sociedad.  Toda la estructura económica, política y jurídica obedece a este sistema; hasta las estructuras democráticas más avanzadas, lo son, sólo y en tanto, no presenten un peligro para el equilibrio del propio sistema. Es por ello que, quienes tienen el poder económico porque controlan los medios de producción fundamentales manejan a su antojo el aparato de poder del Estado en beneficio de sus propios intereses.

El cómo ha logrado la burguesía o los capitalistas este poder y sus posiciones privilegiadas dentro de la sociedad, no es tema a tratar aquí,
 lo fundamental es ubicar dónde se sustenta en el plano constitucional este poder de las clases dominantes y las implicaciones.

En nuestra Constitución, el Artículo 47 dice textualmente:


“Art. 47. Se garantiza la propiedad privada adquirida con arreglo a la ley por personas jurídicas o naturales.”
Desde el punto de vista del contenido lato del artículo, no parece que oculte un aspecto de enorme trascendencia.  Más que el propio artículo 47, lo que lo fortalece y lo hace fundamental es su ubicación dentro del texto constitucional. Pero antes de entrar en esa parte, es importante aclarar el concepto de propiedad privada a que se refiere el artículo.

El concepto de propiedad privada es una categoría histórica, esto quiere decir que viene dada en una época y circunstancias determinadas. El concepto de propiedad privada es propio de nuestra época capitalista. En la antigüedad griega o romana, para poner un ejemplo, este concepto no existía. En estas sociedades a lo sumo se habla de propiedad, especialmente en Roma, donde se usa este término derivado del latín propietas  para designar a alguna cosa que tenía la cualidad de ser para uno mismo. En Roma es cierto que se diferencia entre propiedad pública y propiedad privada, pero ésta última estaba ligada a la propiedad familiar al dominio del Pater Familia
.   En tanto en el feudalismo la propiedad se definía por la propiedad de la tierra, ésta estaba en manos o propiedad del señor feudal, cada propiedad tenía un señor, “no había señor sin tierra, y tierra sin señor”. 
 

Si nos atenemos al concepto jurídico, la propiedad, es el poder que concede a su dueño o titular, el derecho a disponer sin restricciones del objeto adquirido o apropiado teniendo como limitaciones aquellas que imponga la ley.
 Este derecho abarca a todos los bienes que pueden ser objeto de apropiación y que deben resultar útiles, ser limitados y estar en condiciones de ocupación como un carro, un lote, una casa, una obra de arte, etc. Las personas y valores como la libertad, la vida, el trabajo propio no pueden ser objeto de propiedad pues son inalienables a quien lo sustenta. De este concepto sobreviene una aclaración importante.

Existen dos conceptos de propiedad privada que aparecen fusionados en la sociedad actual, estos son, la propiedad privada capitalista que es la propiedad sobre los medios de producción que genera la dominación o aprovechamiento de unos humanos sobre otros, produciendo la ganancia capitalista; y la propiedad privada personal que se fundamenta en el trabajo de la persona, como la propiedad de una casa, un carro, una finca, objetos personales, herramientas, etc. 

El artículo 47 que citamos y el subsiguiente 48 parece que se refieren al tipo de propiedad privada capitalista, sobre todo por la obligación que se establece en éste último artículo, sobre la función social que debe llenar la propiedad privada, no obstante, en el texto constitucional no se distingue el otro tipo de propiedad privada surgida del trabajo personal, a excepción del artículo 53 que establece para el autor, artista o inventor el goce de la propiedad  exclusiva de su obra o invención. Nótese que sólo se habla de propiedad y no de propiedad privada; así, el autor, artista o inventor queda exento de la obligación que establece el artículo 48.٭
Es interesante analizar todos estos aspectos del concepto de propiedad  que se establecen en la constitución, sobre todo por los efectos que generan al  momento de ejercer los derechos que de ellos dimanan.  Como dijimos el artículo 47 está ubicado en un apartado muy especial de nuestra Constitución que es el Título III Sobre Derechos y Deberes Individuales y Sociales, específicamente en el Capítulo 1° sobre Las Garantías Fundamentales.

Un derecho fundamental, un derecho constitucional o garantías constitucionales, son conceptos que para este trabajo tienen igual contenido. A los derechos fundamentales se les denomina así por la relevancia de los derechos que agrupa el concepto, son derechos que se consideran vitales para el desarrollo individual y social de las personas con independencia de condiciones como el sector social, religión, preferencia sexual o nacionalidad. Por lo general los derechos fundamentales son derechos humanos reconocidos por el Estado. Así, no todos los derechos humanos han sido reconocidos como fundamentales, los derechos humanos tienen un contenido más amplio que los derechos fundamentales.

El derecho fundamental es un derecho creado por la constitución, es una facultad o poder reconocido a una persona por la ley suprema vigente que le permite realizar o no ciertos actos. Por ejemplo, el derecho a la propiedad le permite a la persona que lo posee utilizar una cosa en su provecho.  Estos derechos fundamentales no pueden estar sujeto a modificaciones por parte de los gobiernos o los poderes del Estado pues están protegidos por medios jurisdiccionales respecto al poder público del Estado y de las demás personas. La finalidad de estos derechos es impedir los abusos de poder de quienes son titulares del poder estatal.

Para profundizar más sobre el derecho a la propiedad o el derecho a la propiedad privada como derechos fundamentales exponemos un criterio de Isaac Katz sobre un litigio en México donde expone ambos conceptos para argumentar la debilidad del derecho a la propiedad en México, así expresa: “Una de las condiciones que mayor importancia tienen para que un país se desarrolle de manera sostenida es que los derechos privados de propiedad estén eficientemente definidos en el marco legal y que además estén eficientemente garantizados por un poder judicial que sea independiente e imparcial. La definición de los derechos privados de propiedad incluye tres elementos: el derecho a la posesión, el derecho de uso y el derecho a la transferencia. El primero de estos derechos, el de posesión, tiene que ser considerado como un derecho natural de los individuos, al derivarse del derecho a la vida misma. Nadie, más que el propio individuo, es dueño de sí mismo y, en consecuencia, ningún otro individuo puede tener o ejercer algún derecho o reclamo sobre la vida ajena. De este derecho natural a la vida es que se deriva el derecho legalmente reconocido que deben tener todos y cada uno de los individuos de la sociedad a poseer bienes. Estando reconocido el derecho natural a la posesión, adquiere relevancia el segundo elemento. Sabiendo cada individuo que los bienes que posee son efectivamente suyos, es que está en su interés darles aquél uso que considere es el más apropiado para lograr sus fines, en particular la maximización de su bienestar y el de su familia. Partiendo del hecho de que los recursos que se poseen son escasos y que su utilización conlleva incurrir en un costo de oportunidad, cada individuo buscará asignarlos hacia aquellos usos en donde la rentabilidad esperada sea la mayor posible, respetando siempre los derechos de propiedad de terceros, ya que es a partir de esto que el individuo generará el ingreso que le permita adquirir los bienes que desee consumir y con los cuales maximizar su bienestar. Cada individuo, actuando de esta forma e interactuando en mercados competitivos de bienes y de factores de la producción, deriva no solo en la maximización del bienestar individual y familiar sino también en la maximización del bienestar social. Finalmente, está el derecho a la transferencia, el cual establece que cada individuo tiene que ser libre de decidir si vende sus recursos, a quién se los vende y en qué circunstancias, en una operación de intercambio enteramente voluntaria, mismo que se da únicamente si existe un beneficio para las partes involucradas. Que las transacciones sean enteramente voluntarias implica, en consecuencia, que los mercados en los que se intercambian los bienes y recursos operen en un contexto de competencia”.
 

Lo extenso de la cita se justifica porque en el autor se  puede apreciar la fusión de los dos conceptos sobre propiedad que hemos tratados de separar en esta exposición: el concepto de propiedad privada personal fruto del trabajo propio o familiar y el concepto de propiedad privada sobre los medios de producción es decir la propiedad privada en su forma capitalista dominante actual. El derecho de propiedad privada personal tal como lo hemos definido, es el verdadero derecho de propiedad natural, porque así como lo expresa el autor procede de la vida misma, es un derecho fundamental para la existencia de la persona, ya que poseer los bienes necesarios para su existencia le permite a la persona una vida normal y en igualdad dentro de la sociedad y este es el sentido de proteger esa propiedad y expresarlas en las constituciones como un derecho fundamental. Otra cosa es extender ese derecho al concepto de propiedad privada capitalista sobre los medios de producción. El acierto de la burguesía capitalista dominante ha sido el de convencer a toda la sociedad de que ambas propiedades son una sola, y que por lo tanto, deben tener la misma protección del Estado. Se pretende que defender mí casa como derecho a la vivienda, tiene el mismo contenido que defender la empresa de telecomunicaciones que es propiedad de una gran corporación capitalista. A propósito a la Banca Privada y a las empresas financieras no les tiembla la mano para expropiar de sus viviendas y otras propiedades a las personas, en base a la seguridad jurídica y a contratos que están hechos precisamente para vulnerar todos los derechos de las personas individuales. Es el propietario privado capitalista el que desconoce diariamente los derechos fundamentales de la propiedad personal que deben estar claramente establecidos en la constitución.

Para ilustrar un poco más sobre la relevancia en las constituciones  del derecho a la propiedad privada vamos ver lo que establecen algunas Cartas Magnas en varios países de Latinoamérica.

Colombia. ARTICULO 58. Modificado por el art. 1, Acto Legislativo No. 01 de 1999. el nuevo texto es el siguiente: Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultare en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social.  TITULO II. DE LOS DERECHOS, LAS GARANTIAS Y LOS DEBERES. Capítulo 2 DE LOS DERECHOS SOCIALES, ECONOMICOS Y CULTURALES

Costa Rica: Artículo 45.- La propiedad es inviolable; a nadie puede privarse de la suya si no es por interés público legalmente comprobado, previa indemnización conforme a la ley. En caso de guerra o conmoción interior, no es indispensable que la indemnización sea previa. Sin embargo, el pago correspondiente se hará a más tardar dos años después de concluido el estado de emergencia. Por motivos de necesidad pública podrá la Asamblea Legislativa, mediante el voto de los dos tercios de la totalidad de sus miembros, imponer a la propiedad limitaciones de interés social.

México: El artículo 27.  "La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponde originariamente a la nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir dominio de ellas a los particulares, constitu​yendo la propiedad privada. 

"Las expropiaciones solo podrán hacerse por causa de uti​lidad pública y mediante indemnización. 

"La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las modalida​des que dicte el interés público, así como el de regular el aprovecha​miento de los recursos naturales susceptibles de apropiación, para hacer una distribución equitativa de la riqueza publica y para cuidar de su conservación...” 

Bolivia: Artículo 56. I. Toda persona tiene derecho a la propiedad privada individual o colectiva, siempre que ésta cumpla una función social.

II. Se garantiza la propiedad privada siempre que el uso que se haga de ella no sea perjudicial al interés colectivo.

Ecuador: Capítulo sexto. Derechos de libertad Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 26. El derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y responsabilidad social y ambiental. El derecho al acceso a la propiedad se hará efectivo con la adopción de políticas públicas, entre otras medidas.

Venezuela: Capítulo VII De los Derechos Económicos. Artículo 112. Todas las personas pueden dedicarse libremente a la actividad económica de su preferencia, sin más limitaciones que las previstas en esta Constitución y las que establezcan las leyes, por razones de desarrollo humano, seguridad, sanidad, protección del ambiente u otras de interés social. El Estado promoverá la iniciativa privada, garantizando la creación y justa distribución de la riqueza, así como la producción de bienes y servicios que satisfagan las necesidades de la población, la libertad de trabajo, empresa, comercio, industria, sin perjuicio de su facultad para dictar medidas para planificar, racionalizar y regular la economía e impulsar el desarrollo integral del país. Artículo 115. Se garantiza el derecho de propiedad. Toda persona tiene derecho al uso, goce, disfrute y disposición de sus bienes. La propiedad estará sometida a las contribuciones, restricciones y obligaciones que establezca la ley con fines de utilidad pública o de interés general. Sólo por causa de utilidad pública o interés social, mediante sentencia firme y pago oportuno de justa indemnización, podrá ser declarada la expropiación de cualquier clase de bienes.

Es interesante observar que en cada una de las constituciones citadas, el derecho a la propiedad o a la propiedad privada aparece en los capítulos de los derechos fundamentales o en los derechos económicos y sociales. Las constituciones de Costa Rica y México mantienen el derecho a la propiedad privada como derechos fundamentales, en cambio los otros países citados trasladan el concepto de propiedad privada o propiedad a los derechos económicos y sociales. Demostrándose así, que no existen criterios únicos sobre el carácter fundamental del derecho a la propiedad. Es importante el estudio de la constitución ecuatoriana donde el derecho a la propiedad aparece en el apartado de los derechos de la libertad junto a otros derechos sociales e individuales. La constitución de Bolivia también muestra un avance en cuanto a la caracterización del derecho a la propiedad, aunque todavía conserva el derecho a la propiedad privada con carácter general. Se puede señalar que aunque se han dado avances en la caracterización del concepto de propiedad, todavía sigue dominando la propiedad privada como eje fundamental que orienta la mayoría de nuestros ordenamientos jurídicos, esto no es casual si se entiende que nuestra sociedad está basada en una estructura económica dependiente de los centros de poderes capitalistas tanto de Estados Unidos como de Europa que son la cuna del liberalismo.

La doctrina constitucional liberal, que es el reflejo del sistema económico capitalista, se ha empeñado en mantener el derecho a la propiedad privada como un derecho fundamental y ve como muy peligroso para el sistema que este derecho se “diluya” entre otros derechos como los económicos y sociales. La doctrina constitucionalista liberal es abundante en argumentos para sustentar el derecho a la propiedad privada como un auténtico derecho natural fundamental. Por ejemplo, Diez Picazo, afirma “La propiedad privada ha ocupado siempre-y sigue ocupando-un lugar central en el constitucionalismo, sencillamente porque entre los presupuestos en que éste se apoya está la idea según la cual la libertad no es posible sin la propiedad privada”.
, o más explícitamente nos dice Rey Martínez, “El derecho a la propiedad privada no sólo está intrínsecamente ligado a la libertad y, por tanto, al Estado de Derecho; también al principio democrático, pues constituye un presupuesto de pluralismo político. Sin propiedad privada no puede haber democracia. Toda libertad es efímera si no existen los medios materiales para hacerla explícita y perseguible”
. Para coronar estos argumentos observemos este artículo del columnista Hernán Bonilla del diario El País y diputado del Partido Nacional de Uruguay, “Todo lo anterior es para constatar que la propiedad privada como institución fundamental no es un capricho burgués sino parte del mejor acervo de los derechos humanos y componente indisoluble de la libertad individual. Si la propiedad deja de ser un derecho natural de las personas para ser una concesión graciosa del gobernante, no solo se le dará la espalda a siglos de avance en el descubrimiento de las instituciones que mejor sirven al progreso social basado en principio éticos incuestionables, también perderemos grados de libertad indispensables para la dignidad del ser humano. Sin propiedad privada las personas están a merced del poder político, pierden su independencia moral, no pueden desarrollar sus propios proyectos de vida, no existe prensa libre ni libertad de expresión, desaparece la solidaridad y la posibilidad de compartir y trabajar en conjunto.”

Además del acierto que hemos señalado antes de la burguesía de alear en un sólo concepto la propiedad personal producto del trabajo y la propiedad privada capitalista, en propiedad privada a raja tabla; no es menos cierto que han tenido gran éxito en elevar el derecho a la propiedad privada a valores privilegiados como el derecho a la vida, a la libertad y a la igualdad e identificando a la propiedad privada con la democracia. Parten los doctrinarios liberales desde John Locke, de que la propiedad es un derecho natural, de que este derecho surge de la naturaleza del trabajo que es inherente a la persona humana
. Para no entrar en detalles de si el derecho a la propiedad es un derecho natural o no, sólo queremos manifestar que para nosotros el derecho natural por excelencia es el derecho a la vida. Si tenemos en cuenta que la vida sólo tiene sentido cuando el ser humano vive en comunidad o en sociedad, todos los demás derechos se derivan de esa existencia vital colectiva, donde la sociedad impone unas costumbres o normas para garantizar la existencia misma de los individuos y de la colectividad.

El caballo de batalla del capitalismo es el concepto de libertad como su principio esencial.  En este sentido señala como elemento imprescindible de la libertad, la propiedad.  El derecho a la propiedad es el derecho a disponer libremente sobre la cosa que se posee siempre que no perjudique a otros, es decir, se puede poseer siempre y cuando lo permitan las leyes.  Pero estas leyes en el sistema capitalista han sido conformadas para que los que tengan más poder económico puedan acaparar más y más propiedades, incluso pueden apropiarse del fruto del trabajo de otros, mediante la coacción económica y la deuda, gobernando gran parte de la vida de quienes solamente mediante el trabajo asalariado pueden subsistir.  

Un sistema económico que se base en la libertad tendría que generar las condiciones para que todos los individuos gozaran de esa libertad en igualdad. Pero, ¿puede un sistema económico generar igualdad de esas condiciones cuando su fundamento económico es la acumulación de riquezas y de capital en pocas manos?  La esencia de la propiedad capitalista es apropiarse de la riqueza social producto del trabajo de otros, esto crea más propiedad para pocos y menos propiedad para muchos.  Ya decían Marx y Engels en el Manifiesto Comunista que la industrialización a diario abolía la propiedad del pequeño artesano y del labriego
.  Así, el capitalismo se apodera cada día de más y más tierras, de las aguas, riberas, mares, islas; incluso la propiedad personal fruto del trabajo es sometida a los grilletes de los bancos, las financieras y el capital usurario.  Si gran parte de la propiedad está en manos de pocos y gran parte de las personas o no tienen propiedades, o si las tienen, están comprometidas mediante la deuda con los bancos, ¿de qué libertad y de que igualdad se puede hablar? La sociedad capitalista no es más que una maquinaria de despojo de la propiedad y de la riqueza social.

La propiedad privada capitalista no nació de la nada, ni tampoco se inició por el esfuerzo loable o el ahorro de algunos individuos como fantásticamente no los quiere presentar el liberal clásico o algunos moralistas.  Sabido es-dice Marx- que en la historia real desempeña un gran papel la conquista, la esclavización, el robo y el asesinato, la violencia...”
.  Desde sus inicios el capitalismo se ha basado en el despojo violento de las riquezas naturales y el trabajo humano.  La poca libertad que se goza en este sistema económico no ha sido generada espontáneamente, ni es el producto de la benevolencia de los capitalistas, es fruto sobre todo, de las luchas obreras y de las grandes mayorías desprovistas de riquezas. A los sumo, los capitalistas hacen reajustes y cambios en su propio sistema para frenar las luchas sociales ofreciéndole en apariencia a los trabajadores y demás sectores oportunidades sociales que al final vuelven a resonar en sus cajas registradoras.

¿Cómo puede un sistema hablar de libertad e igualdad, cuando por ejemplo, en el año 2015 sólo sesenta y dos personas en todo el mundo poseían las misma riqueza que tres mil seiscientos millones de personas?  Interesante es que en el 2010 eran trescientas ochenta y ocho personas las poseedoras de esas riquezas
. Esto indica que a medida que se desarrolla el sistema neoliberal mundial, la riqueza se acumula cada vez más en menos manos.  Esta desigualdad hace que las grandes corporaciones económicas mundiales tanto financieras como industriales se apoderen y despojen a miles de millones de seres humanos de sus patrimonios y propiedades.  RT  agencia noticiosa rusa, nos pinta este panorama de la siguiente manera: “mientras los hogares más pobres han ido perdiendo poder adquisitivo a través de los salarios y un modelo fiscal cada vez más regresivo, la concentración de la riqueza y patrimonios en muy pocas manos, no han encontrado frenos para seguir creciendo”, y añade, “Es innegable que los grandes beneficiados de la economía mundial son quienes más tienen. Nuestro sistema económico está cada vez más distorsionado y orientado a favorecerles. Lejos de alcanzar a los sectores menos favorecidos, los más ricos están absorbiendo el crecimiento de los ingresos y la riqueza mundial a un ritmo alarmante. Una vez en sus manos, un complejo entramado de paraísos fiscales y toda una industria de gestores de grandes patrimonios garantizan que esa riqueza no sea distribuida, quedando fuera del alcance de la ciudadanía en su conjunto”
. 

Si como dicen los apologistas del capitalismo “sin propiedad privada las personas están a merced del poder político, pierden su independencia moral, no pueden desarrollar sus propios proyectos de vida”, entonces, si la mayor parte de la riqueza  y del patrimonio está en manos de unos cuantos capitalistas y banqueros, el conjunto del pueblo (ese 99% de la sociedad) está a merced del poder político de las grandes corporaciones y las oligarquías nacionales, es evidente que el sistema económico nos limita de esta forma la libertad,  independencia moral, la libertad de expresión y no podemos desarrollar nuestros propios proyectos de vida, pues paulatinamente los dueños verdaderos de las riqueza despojan a la gran masa de seres humanos de lo más elemental para una vida digna e independiente. En el capitalismo el derecho a la propiedad es una ilusión y entra en contradicción con la libertad y los derechos políticos de la mayoría de la población que se ve despojada o limitada en su derecho a la propiedad.

Por eso el actual sistema jurídico constitucional está diseñado para asegurar el dominio absoluto de la clase económicamente dominante, pues le garantiza el monopolio de la propiedad y de esta forma el dominio político social y cultural dentro del Estado. Como consecuencia, bajo el sistema económico actual, a través de la constitución vigente y dentro del sistema jurídico en general jamás se podrá construir un sistema que respete los derechos de las mayorías. La principal contradicción de este sistema   supuestamente de democracia representativa, donde las mayorías eligen a sus representantes para que defiendan sus intereses y estos representantes una vez elegidos sólo obedecen a los factores de poder dominantes, no puede superarse sin un cambio radical en las estructuras económicas y jurídicas actuales. Por la descomposición que estamos viendo en la actualidad de ese sistema y por las necesidades crecientes de la población que no son satisfechas, se están dando las condiciones para que emerja desde el seno del pueblo un cambio radical que dignifique la existencia humana dentro de la sociedad.

V.  LA POSIBILIDAD DE UNA CONSTITUYENTE ORIGINARIA.
Hasta ahora hemos planteado que la constituyente originaria es necesaria, pero además, es urgente e importante. Es urgente, pues el agotamiento  del modelo económico, político y jurídico afianzado a partir de la  invasión de Panamá por parte de Estados Unidos está derivando en una inestabilidad y niveles de corrupción e inmoralidad que amenazan la convivencia social, y es importante, porque implica la manera más civilizada para realizar los cambios que aseguren un futuro en paz y en equilibrio con los nuevos cambios que se están dando en el ámbito mundial. ¿Pero realmente existe la posibilidad de convocar una constituyente originaria en nuestro país en las actuales condiciones?

Si nos situamos en el marco institucional y jurídico en la Constitución Nacional no se establece el mecanismo de la convocatoria a una constituyente originaria.  Solo se establece un mecanismo para la reforma a la constitución y la Asamblea Constituyente Paralela. Así está determinado en el Título XIII sobre la Reforma de la Constitución en sus artículos 313 y 314, de la siguiente manera:

ARTICULO 313. La iniciativa para proponer reformas constitucionales corresponde a la Asamblea Nacional, al Consejo de Gabinete o a la Corte Suprema de Justicia. Dichas reformas deberán ser aprobadas por uno de los siguientes procedimientos:
 1. Por un Acto Constitucional aprobado en tres debates por la mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea Nacional, el cual debe ser publicado en la Gaceta Oficial y transmitido por el Órgano Ejecutivo a dicha Asamblea, dentro de los primeros cinco días de las sesiones ordinarias siguientes a la instalación de la Asamblea Nacional electa en las últimas elecciones generales, a efecto de que en su primera legislatura sea debatido y aprobado sin modificación, en un solo debate, por la mayoría absoluta de los miembros que la integran.
 2. Por un Acto Constitucional aprobado en tres debates por la mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea Nacional, en una legislatura, y aprobado, igualmente, en tres debates, por mayoría absoluta de los miembros de la mencionada Asamblea, en la legislatura inmediatamente siguiente. En  esta se podrá modificar el texto aprobado en la legislatura anterior. El Acto Constitucional aprobado de esta forma deberá ser publicado en la Gaceta Oficial y sometido a consulta popular directa mediante referéndum que se celebrará en la fecha que señale la Asamblea Nacional, dentro de un plazo que no podrá ser menor de tres meses ni exceder de seis meses, contados desde la aprobación del Acto Constitucional por la segunda legislatura.
Lo primero que hay que señalar en el artículo 313 es que faculta a los poderes constituidos la iniciativa de proponer las reformas constitucionales. Ya vimos lo que son estos poderes constituidos y a quien responden. Es evidente que por este camino es poco lo que se puede avanzar en conquistas sociales dentro de un sistema ya establecido para favorecer a grupos políticos que ejercen el poder obedeciendo a los grandes consorcios económicos. Las reformas que se han hecho hasta la fecha han sido todas para favorecer al sistema de la partidocracia.

ARTICULO 314. Podrá adoptarse una nueva Constitución, a través de una Asamblea Constituyente Paralela, que podrá ser convocada por decisión del Órgano Ejecutivo, ratificada por la mayoría absoluta del Órgano Legislativo, o por el Órgano Legislativo con el voto favorable de dos terceras partes de sus miembros, o por iniciativa ciudadana, la cual deberá ser acompañada por las firmas de, por lo menos, el veinte por ciento de los integrantes del Registro Electoral correspondiente al 31 de diciembre del año anterior a la solicitud. En este caso, los peticionarios tendrán hasta seis meses para cumplir con este requisito de conformidad con el reglamento que al efecto expida el Tribunal Electoral.

Le corresponderá al Tribunal Electoral acoger la iniciativa propuesta y hacer la convocatoria a la elección de constituyentes, en un término no menor de tres meses ni mayor de seis meses desde la formalización de la solicitud de convocatoria. Realizada la elección, la Asamblea Constituyente Paralela se instalará formalmente e iniciará sus deliberaciones por derecho propio, tan pronto el Tribunal Electoral entregue las credenciales respectivas a sus integrantes.

La Asamblea Constituyente Paralela estará integrada por sesenta constituyentes, quienes deberán representar proporcionalmente a los panameños de todas las provincias y comarcas, de acuerdo con la población electoral, y se permitirá, además de la postulación partidaria, la libre postulación. Para estos efectos, el Tribunal Electoral deberá establecer en la convocatoria el sistema electoral aplicable a la elección de constituyentes.

La Asamblea Constituyente Paralela podrá reformar la actual Constitución de forma total o parcial, pero en ningún caso las decisiones que adopte tendrán efectos retroactivos, ni podrán alterar los periodos de los funcionarios electos o designados, que estén ejerciendo su cargo al momento en que entre en vigencia la nueva Constitución. La Asamblea Constituyente Paralela tendrá un periodo no menor de seis meses ni mayor de nueve meses, para cumplir con su labor y entregar al Tribunal Electoral el texto de la Nueva Constitución Política aprobada, la cual será publicada de inmediato en el Boletín del Tribunal Electoral.

El nuevo Acto Constitucional aprobado con arreglo a este método será sometido a referéndum convocado por el Tribunal Electoral en un periodo no menor de tres meses, ni mayor de seis meses, contado a partir de la fecha de su publicación en el Boletín del Tribunal Electoral.
Este artículo 314 plantea la Asamblea Constituyente para redactar una nueva constitución. Esto se puede hacer  a través de los poderes constituidos o a través de la iniciativa ciudadana. Aquí hay que destacar que la iniciativa ciudadana no es lo mismo que el poder constituyente, pues este último lo ejerce el pueblo como ya hemos visto de forma ilimitada y no sujeto a normas emanada de los poderes constituidos tal como se señala en el artículo 314. Por tanto lo que busca este artículo es limitar la iniciativa ciudadana encajonándola dentro de los intereses de quienes ejercen el poder a través de los poderes constituidos. Y los partidos políticos.

Como es fácil observar, estas variantes para las reformas a la constitución o redactar una nueva constitución están planteadas para ajustarse al modelo constitucional liberal sin que se permita hacer cambios profundos, pues desde el poder estos cambios pueden ser manipulados y sólo se utilizan para legitimar unos cambios que no cambian nada en esencia del sistema. No obstante, no se puede descartar en absoluto la propuesta de cambiar la constitución por medio de la iniciativa ciudadana, pues dependiendo de la situación social y política concreta, se pueden dar las condiciones para que la mayoría del pueblo pueda orientar e imponer el cambio de la constitución. Esto se lograría, si y sólo si, las organizaciones populares logran la unidad de criterios y de lucha  para un verdadero cambio a una sociedad más democrática y con justicia social. Lo mismo puede decirse de la convocatoria a la constituyente originaria. Todos sabemos que todo proceso en desarrollo, depende de factores internos y externos y que dependiendo de los vínculos y  contradicciones internas, el proceso tiende a una dirección de desarrollo determinada. Pero cuando se dan procesos sociales complejos, lo externo que actúa a través de lo interno, adquiere una importancia fundamental en la dirección de los cambios. Es decir, si los cambios constitucionales sólo se dan atendiendo a las contradicciones internas no antagónicas entre los intereses económicos dominantes, la dirección de los cambios constitucionales no será fundamental, se dirigirá solo a modificar en la forma y no en el contenido a la constitución. Por ello es necesario poner atención a los factores que dentro de la sociedad se pueden convertir en determinantes para influir a través de lo interno en el proceso constituyente y conducir el desarrollo a un verdadero  cambio constitucional.

La convocatoria a una constituyente originaria, también se puede dar, como dijimos al inicio, apelando al poder que ejerce el pueblo y que establece la Constitución en el artículo 2. Contrario a los que muchos piensan, apelar a la voluntad ilimitada del pueblo para que se autoconvoque como el legítimo poder constituyente, para darse su propia constitución, significa saltarse las normas constitucionales y propiciar la anarquía; ejercer el poder desde el propio mandato constitucional del artículo 2, por el contrario, es verdaderamente el único acto legítimo y puro  al que se le pueda llamar genuinamente democrático. Cuando estos aspectos entran en el debate público es común encontrar frases como, “La voluntad del pueblo está limitada por la ley (y la ley principal es la constitución), que es suprema sobre cualquier persona o grupo. Es decir, no porque la mayoría en un momento quiera quitarle los derechos a alguien es esto aceptable o legal”
. Con el poder constituyente ejercido por el pueblo no se busca quitarle el derecho a alguien, lo que se quiere es que no se abuse de los privilegios que le ha dado la constitución y la Ley a ciertos grupos que por su poder económico, legislando para su propio beneficio, han privado  a las grandes mayorías de sus derechos más elementales. Enarbolar como argumento legal contra el poder del pueblo, conceptos como el antes citado, es caer en un constitucionalismo leguleyo, que sólo busca perpetuar el orden económico, político y social que beneficia al sector económico dominante. Por la vía legal del constitucionalismo leguleyo, respetando las normas de la Constitución (artículos 33 y 314), jamás se van a realizar cambios profundos en nuestro sistema social, pues es como creer que el caimán se va a comer él mismo.

Es por eso que la constituyente originaria para que transite de una mera expectativa a una acción tangible, depende de la organización del pueblo y de una orientación política  realista y coherente. El escenario actual del país es propicio para encender la llama de esta convocatoria, pues los sectores gobernantes de la partidocracia han fracasado en su intento de mantenerse en el poder de forma pacífica y ordenada. La pugna entre intereses de los grandes capitales se tensa cada día más, reflejo no sólo de la crisis estructural de nuestro sistema económico y político, sino también de los efectos desastrosos de las políticas de la globalización neoliberal. Los coletazos de la crisis financieras de los países desarrollados han golpeado a los sectores más rancios de la oligarquía financiera del país, la pugna mundial entre los grandes bloques de poder, entre el imperialismo de Estados Unidos-Inglaterra y sus aliados la Unión Europea y la OTAN y el bloque de los BRICS, mantienen al planeta en vilo y se ciernen grandes nubarrones de guerras en todos los puntos del mundo. América Latina está siendo  golpeada por avance desesperado de la derecha oligárquica pro imperialista que se niega a ser desplazada del poder y pretende cueste lo que cueste recuperar ese poder allí donde lo han perdido. Todos estos fenómenos juntos crean un escenario tenso y convulso, cuyo desenlace puede ser trágico para el destino de los pueblos y el de la humanidad, pero también abre oportunidades para transformar la sociedad desde las posiciones del movimiento popular.

Por lo anterior, es clave para las organizaciones populares y sociales organizar a las masas para crear conciencia de estos problemas que de alguna u otra manera afectan nuestra convivencia cotidiana. Si queremos construir una nueva sociedad debemos tener claro que rumbo vamos a tomar  y cómo lo vamos hacer.

VI.   HACIA DONDE NOS DEBE CONDUCIR LA CONSTITUYENTE ORIGINARIA.
Si queremos convocar la constituyente originaria, lo primero que debemos preguntarnos es, ¿cuáles son los aspectos fundamentales que debemos cambiar en la Constitución y las Leyes? Ya hemos adelantado en esto cuando tratamos el concepto de propiedad privada y su ubicación en la norma constitucional. No es fácil plantear este cambio y que la mayoría de la población comprenda tal propuesta. Para la clase dominante esto sería un sacrilegio, pues están claros en que cualquier propuesta que afecte la posición hegemónica de la propiedad privada sería el principio del fin del derrumbe de su poder político. Como hemos visto, este aspecto ha sido introducido en varias reformas y cambios constitucionales en algunos países de Latinoamérica, donde la propiedad privada se desplaza desde su umbral privilegiado de garantía fundamental a garantías económicas y sociales.  No obstante, en estos países como en Venezuela, Bolivia y Ecuador, el sector capitalista en la economía sigue siendo poderoso y se mueve como factor político persistente con el fin de cambiar el rumbo progresista de esos gobiernos, lo que nos demuestra que el mero cambio constitucional no es garantía para un cambio profundo en la sociedad. Como bien lo expresan Katu Arkonada y Paula Klachko
,  “los sujetos de la restauración neoliberal no operan u operaron sólo en los países con gobiernos progresistas. Donde la izquierda es oposición se producen horrores inimaginables, la desaparición de los 43 estudiantes de Ayotzinapa en México, la desaparición selectiva de militantes y referentes populares en Colombia, o el asesinato de la dirigente indígena hondureña Berta Cáceres son algunos entre los muchos ejemplos de las cuotas de destrucción humana, social y de bienes comunes a las que el capitalismo puede llegar con tal de mantener o elevar la tasa de ganancia.”, y del poder, agregamos nosotros. La fuerza del capitalismo no sólo se demuestra en su capacidad para manejar la economía, sino también en la capacidad local que tienen, aliados con los grandes poderes mundiales, para dominar la opinión pública para presentar sus golpes de Estados, sus persecuciones y sus crímenes, como medios necesarios para defender la democracia y la libertad.

La manera de actuar de la derecha o clase económicamente dominante en nuestros países, reflejan el carácter absoluto que les da el derecho a la propiedad  privada, este derecho absoluto de propiedad privada se convierte en absolutismo político, lo que ha llevado a graves violaciones a la libertad y las formas democráticas de convivencia y a una grotesca acumulación de riquezas en pocas manos, con la consecuencia de concentrar el poder en grupos privilegiados quienes tienen las palancas en sus manos para el control social. 

Pero lo anterior está provocando graves desequilibrios sociales. La población crece cada día más y la exigencia de las comunidades y grupos sociales aumentan significativamente, las personas y familias exigen un nivel de vida más alto y vivir con más dignidad y decoro, en la medida que la sociedad se hace más compleja las respuestas deben ser más inmediatas y oportunas. Lejos de una solución a estos problemas, lo que observamos es que el capitalismo aumenta la brecha entre ricos y pobres,  no sólo en los países subdesarrollados, sino, igualmente en los países desarrollados.

Esto conduce a la convicción en grandes sectores sociales, que el actual sistema económico, no es capaz de resolver estos problemas por lo que hay que hacer cambios profundos en el modelo de sociedad si queremos salvar al planeta y no caer en la barbarie o la anarquía total como ya se está viendo en el mundo. 

Hay diversos enfoques para la solución de estos problemas que surgen del actual sistema económico. La posición conservadora es la que piensa en la preservación del sistema de vida social actual, opinan que si bien existen problemas sociales, estos son el resultado del desarrollo natural del sistema. Es obvio que este sector están satisfecho con el sistema que le ofrece una posición “natural” privilegiada, son los que abogan por el respeto a la constitución y las instituciones, son liberales individualistas que confían y defienden que la economía tiene reglas propias donde el mercado pone en su sitio a los individuos dependiendo de la actitud de cada cual y su habilidad o talento para seguir adelante como empresario o trabajador. Como dice Novoa Monreal, para este sector “La pobreza es, generalmente, resultado del ocio de la ineptitud y del vicio. Su base principal está formada por quienes fueron derrotados en la libre competencia económica.”
 

Otro sector de la sociedad opina, que si bien el sistema económico y social actual no es perfecto, y existen desigualdades profundas, éstas se pueden solucionar haciendo las respectivas rectificaciones sin llegar a afectar la esencia del modo de producción, los que tienen riquezas las pueden seguir disfrutando y aumentando y los pobres pueden mejorar su nivel de vida en la medida que el Estado se preocupe por ellos, sobre todo garantizando una movilización social, a través de la educación por ejemplo, lo que permitirá una distribución justa de la riqueza en aras del bien común, no cuestionan a la propiedad privada, sino que expresan que esta propiedad tiene una función social que cumplir, por lo que no sólo la justifican, sino que, la presentan como la forma principal para el desarrollo económico social.

Contra estas dos posiciones y sus variantes, es que se debe presentar una propuesta esencialmente distinta y transformadora del actual sistema que debe estar reflejado en la constituyente originaria, empezando por lo ya planteado sobre la propiedad. Cuando nosotros cuestionamos  a la propiedad privada, no lo hacemos desconociéndola como factor importante en el desarrollo económico, no se trata en una propuesta  eliminarla de inmediato y de tajo, pues esto no sería ni viable, ni justo, ni económicamente aceptable. La iniciativa privada para el desarrollo autónomo y de satisfacción de las necesidades de quien la utilice como medio de subsistencia para él y su familia tiene un papel significativo en el desarrollo de la sociedad, lo que se cuestiona es que esta propiedad, por los factores ya  anotados, se ha erigido como intocable e instrumento para la explotación y dominación de la mayoría de quienes no poseen tal propiedad. El monopolio de la propiedad privada en sus diversas formas, hoy en día, es un freno para el desarrollo integral de la sociedad, para el disfrute y goce de toda la riqueza tanto material, cultural y espiritual que ha creado la humanidad y lo que es peor, se ha convertido en el factor determinante de la destrucción ambiental de nuestro planeta. La economía capitalista, sus leyes e instituciones de carácter monopolista, individualista y competitivo, actualmente dominada por el capital financiarizado y las grandes corporaciones energéticas, de las nuevas tecnologías y armamentísticas, está llevando al planeta a un callejón sin salida al borde de una guerra total.

Con este marco de ideas partimos entonces que la constituyente originaria, debe ser el producto de una propuesta que contemple la satisfacción a las necesidades de la inmensa mayoría del pueblo. Esta propuesta debe nacer del propio seno de la sociedad, no de una concepción teórica de alguien o de grupos, se debe basar en las necesidades concretas y los cambios que exige la sociedad.  Estas necesidades, económicas, sociales, políticas, culturales y ambientales, deben integrarse como un todo, para que cada una de ellas responda al bienestar de la sociedad y no de grupos privilegiados. Debe estar basada en la Declaración Mundial de los Derechos  Humanos, puesto que, en esta declaración se contiene todo el desarrollo que en materia de convivencia  ha logrado la humanidad hasta nuestros días. 

No en vano, los derechos humanos, tanto individuales y colectivos, se han estructurado de manera tal, que han sido acogidos por la inmensa mayoría de los países del mundo. Estos derechos se han clasificado en Derechos de Primera, Segunda y Tercera generación, lo que refleja la manera evolutiva de la lucha por la conquista de estos derechos en la medida que la sociedad se ha hecho más compleja y globalizada. La clasificación de estos derechos,  en la que se toma en cuenta su protección progresiva, se ha expuesto de la siguiente manera: 

Derechos de Primera Generación
La primera generación o de derechos civiles y políticos surge con la Revolución francesa como rebelión contra el absolutismo del monarca. Impone al Estado el deber de respetar siempre los derechos fundamentales del ser humano: 

· A la vida 

· A la integridad física y moral 

· A la libertad personal 

· A la seguridad personal 

· A la igualdad ante la ley 

· A la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión 

· A la libertad de expresión y de opinión 

· De resistencia y de inviolabilidad del domicilio 

· A la libertad de movimiento o de libre tránsito 

· A la justicia 

· A una nacionalidad 

· A contraer matrimonio y fundar una familia 

· A participar en la dirección de asuntos políticos 

· A elegir y ser elegido a cargos públicos 

· A formar un partido o afiliarse a alguno 

· A participar en elecciones democráticas 

Derechos de Segunda Generación
La segunda generación o de derechos económicos, sociales y culturales la constituyen los derechos de tipo colectivo, los sociales, económicos y culturales. Surgen como resultado de la revolución industrial, por la desigualdad económica. México fue el primer país en incluirlas en su Constitución, en 1917. Los derechos económicos, sociales y culturales surgen después de la segunda guerra mundial. Están integrados de la siguiente manera: 

Derechos económicos 
· A la propiedad (individual y colectiva) 

· A la seguridad económica 

Derechos sociales 
· A la alimentación 

· Al trabajo (a un salario justo y equitativo, al descanso, a sindicalizarse, a la huelga) 

· A la seguridad social 

· A la salud 

· A la vivienda 

· A la educación 

Derechos culturales 
· A participar en la vida cultural del país 

· A gozar de los beneficios de la ciencia 

· A la investigación científica, literaria y artística 

Derechos de Tercera Generación
La tercera generación o derechos de los pueblos o de solidaridad surgen como respuesta a la necesidad de cooperación entre las naciones, así como de los distintos grupos que la integran. Se forma por los llamados derechos de los pueblos: 

· A la paz 

· Al desarrollo económico 

· A la autodeterminación 

· A un ambiente sano 

· A beneficiarse del patrimonio común de la humanidad 

· A la solidaridad 

Hay que señalar, que los derechos de primera, segunda y tercera generación, no reflejan un orden en cuanto a su importancia y prioridad en su protección, sino que, esas  denominaciones reflejan el orden en que fueron reconocidos los derechos humanos individuales y colectivos por la sociedad el en el ámbito internacional debido a las necesidades, exigencias, luchas y conquistas del movimiento progresista mundial para el reconocimiento de tales derechos.

Si bien los derechos de segunda y tercera generación son reconocidos como derechos colectivos y de los pueblos, no se puede decir que tienen menos importancia y prioridad en su protección que los derechos de primera generación, éstos últimos por lo general se incluyen en las constituciones como derechos fundamentales y garantías fundamentales. En este aspecto existen diversos puntos de vista en cuanto a que los derechos colectivos o de los pueblos son fundamentales o no. 

Lo anterior es importante porque el constitucionalismo liberal y neoliberal sólo hace énfasis en los derechos individuales como derechos fundamentales incluyendo por supuesto el derecho a la propiedad privada. En este sentido recogemos y avalamos la opinión siguiente: “Los derechos económicos, sociales y culturales, al igual que otros derechos humanos, son derechos que tiene todo ser humano desde que nace.  Un niño excluido de la enseñanza primaria a causa del costo de la matrícula, una mujer que recibe una menor remuneración que los hombres que trabajan con ella por el mismo trabajo, una persona en una silla de ruedas que no puede entrar en un teatro porque no hay ninguna rampa, una embarazada a la que se le deniega el ingreso en un hospital para que dé a luz porque no puede pagar, un artista cuya obra se ve alterada, distorsionada o mutilada públicamente, un hombre al que se deniega la atención médica de emergencia por ser inmigrante, una mujer desalojada de su hogar por la fuerza y un hombre al que se deja que pase hambre mientras permanecen sin utilizar las existencias de alimentos son ejemplos de personas a las que se deniegan sus derechos económicos, sociales y culturales. No obstante, los derechos económicos, sociales y culturales se interpretan erróneamente a veces cuando se consideran de carácter colectivo. Aunque esos derechos pueden afectar a muchas personas y tener una dimensión colectiva, también son derechos individuales. Por ejemplo, el desalojo forzoso frecuentemente afecta a comunidades enteras, si bien los individuos sufren a causa de la denegación de su derecho a una vivienda adecuada. La confusión acerca del carácter individual o colectivo dimana en parte del hecho de que la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales frecuentemente requiere un esfuerzo colectivo mediante el suministro de recursos y la formulación de políticas basadas en derechos. Para impedir que se niegue a los niños su acceso a la enseñanza primaria porque no pueden pagar los derechos de matrícula, un Estado tendría que establecer un sistema para garantizar una enseñanza primaria gratuita para todos los niños. Sin embargo, esa circunstancia tampoco impide que cada niño reclame individualmente su derecho a la enseñanza. Hay algunas excepciones importantes en relación con el carácter individual de los derechos económicos, sociales y culturales. Esencialmente hay ciertos derechos, como los derechos de los sindicatos a establecer federaciones nacionales y a funcionar libremente, que son básicamente colectivos.”

Está claro entonces, que hay derechos tipificados como colectivos, que si no se reconocen afectan directamente al individuo, que carente de éstos, no pueden desarrollar su personalidad en plenitud, tal y como lo exige el desarrollo social actual. Estamos hablando de derechos como a la educación, a la salud, al trabajo, a la vivienda y el derecho a vivir en un ambiente sano, por ejemplo. Estos derechos deben estar señalados dentro de las garantías fundamentales en toda constitución que actualmente se precie de progresista y actualizada, y no estar relegados en diferentes capítulos de los derechos y deberes individuales y sociales, tal y como están en nuestra propia constitución patria, quedando a merced, estos derechos, a las antojadizas políticas económicas y clientelistas de los gobiernos de turno.
Incorporar estos derechos, y otros, dentro de las garantías fundamentales, recogería la necesidad y exigencia de las grandes mayorías de la sociedad para el logro de una vida sana y de calidad acorde a la dignidad humana, condición que actualmente se le niega a gran parte de la sociedad. Esto demostraría que se está haciendo cambios profundos en la dirección correcta para transformar verdaderamente el orden social existente y no seguir engañando a las masas con modificaciones cosméticas en una reforma constitucional o asamblea constituyente que lo que pretende en el fondo es reordenar lo que ya existe dejando a los poderes constituidos intactos con el fin de garantizar el poder político a la clase económica dominante. 
Es obvio que el reconocimiento de estos derechos como garantías fundamentales, choca contra los intereses de la clase capitalista que sólo ven en la educación, la salud y el desarrollo de la vivienda como oportunidades para hacer negocios pues tendrían que modificarse las leyes para garantizarles a las personas el goce de estos derechos.  El derecho a vivir en un ambiente sano, por ejemplo, tendría que ir ligado a leyes que reglamentarían la construcción de viviendas y edificios, se tendrían que cambiar las leyes sobre la inversión extranjera o nacional en actividades como la minería o las energéticas con el fin de cuidar los ríos, costas, islas, el aire que respiramos y mares. Todo esto iría en contra de la cacareada “seguridad jurídica” para la inversión extranjera, que no es más que un subterfugio jurídico para las “coimas” y la explotación de nuestros recursos naturales y fuerza laboral por las grandes corporaciones extranjeras capitalistas.

Estos cambios que se proponen, no son producto de ninguna imaginación, transformaciones como estas ya se están dando en diversos países y con éxito a pesar de la oposición de las clases económicamente dominantes. La situación caótica en que está sumergido el mundo, no se puede resolver manteniendo el actual estado de dominación de los grandes capitales quienes son los únicos responsables de la crisis actual, el destino de la humanidad depende de la derrota de estos poderes. En nuestro país esta crisis golpea inexorablemente. Aún con el pretendido auge económico que se ha vivido en los últimos años, la desigualdad crece y la degeneración de las instituciones y partidos políticos ya ha hecho metástasis en el tejido social cuyo síntoma más evidente es la corrupción generalizada y la exaltación de valores consumistas.

De allí que la propuesta de una constituyente originaria se torna urgente. Un cambio constitucional profundo debe contemplar en lo fundamental:

1. Ubicar a la propiedad privada como una garantía en lo económico y social y no como una garantía fundamental dentro de la Constitución Política.

2. Elevar los derechos como el de la educación, la salud, el acceso al agua potable, el trabajo, la vivienda y vivir en un ambiente sano a garantías constitucionales.

3. Crear un control constitucional mediante un Tribunal Constitucional escogido por el pueblo.

4. Crear la revocatoria de mandato como control de pueblo para todos los puestos de elección popular.

5. Escoger a los magistrados de la Corte Suprema de Justicia por votación popular.

6. Establecer los mecanismos de rendición de cuentas para todos los funcionarios públicos.

7. Eliminar los subsidios electorales para los partidos políticos.

8. Garantizar la igualdad de condiciones electorales para todos los partidos, movimientos y candidaturas independientes.

9. Prohibir la reelección por dos periodos consecutivos para todos los puestos de elección popular.
10.  Realizar las elecciones para presidente y alcaldes, en periodos distintos de las elecciones para diputados y representantes. Así se combate el clientelismo.
11.  Crear con cobertura nacional el sistema estatal de radio y televisión y los medios de comunicación comunitarios.
12.  Limitar la propaganda electoral política en igualdad de condiciones sólo a los medios de comunicación estatales, quitándole el negocio electoral publicitario a los medios privados.
13.  Prohibir a todos los altos funcionarios del gobierno dentro del ejecutivo, legislativo y judicial, crear cuentas bancarias en paraísos fiscales.  

Estas son algunas propuestas que deben ser discutidas para la convocatoria de una asamblea constituyente. Es como cambiar todo lo que debe ser cambiado de forma radical. Somos conscientes que en la situación actual no aparece una fuerza determinante que pueda dirigir estos cambios, la clase dominante que defiende el statu quo, está mucho más compacta y organizada que los sectores populares. Pero también es cierto que la crisis es objetiva y se agudiza cada día más sin que las clases dominantes tengan una solución a mano para superarla. Las condiciones para la convocatoria de una constituyente originaria, a lo mejor ahora, no se ven claras por la dispersión del movimiento popular, pero eso no significa que mañana o pasado las condiciones cambien drásticamente, en un mundo y una sociedad en convulsión en plena lucha por el poder, nadie tiene la última palabra hacia donde se van a dirigir los acontecimientos. Lo que sí es deber de quienes queremos una sociedad más justa, es estar atentos y analizando los acontecimientos, organizando a la gente, aclarando ideológica y políticamente  a los sectores más comprometidos con el cambio social, no debemos imponer soluciones, ni deseamos hechos violentos, la forma que tome la propuesta de una convocatoria a la constituyente originaria la decidirá la realidad donde estamos inmersos y somos actores. El objetivo de consolidar nuestra propuesta depende de nuestra voluntad, convicción y disposición de lucha.  
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